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DOCTRINA 
La Reforma Constitucional y la 

Escuela Nacional de la Magistratura 

Dr. Manuel R. Sosa Pichardo* 

y 11 

No sólo las Naciones Unidas (ONU) consagra los Principios 

Básicos para la Independencia de la Judicatura (véase 

Principios Básicos Relativos a la Independencia de la 

Judicatura Artícu lo 1, Tribuna Jurídica, Listín Diario del 

25-9-94), sino que dictó también un procedimiento para la 

aplicación por los Estados de los Principios Básicos, cuyas 

principales directrices señalamos ampliamente para su debida 

ponderación: 

') Diplomado en la Universidad de La Sorbona de París y Escuela Nacional de 
la Magistratura de Francia (E.N.M.). Ex-Director y Profesor Titular Escuela 
de Derecho, Consultor Jurídico Universidad Nacional Pedro Henrlquez 
Uref\a (UNPHU). 
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1.- Todos los Estados adoptarán y aplicarán en 
sus sistemas los Principios Básicos Relativos a la 
Independencia de la Judicatura con arreglo a lo 

previsto en sus procedimientos constitucionales y 

en su aplícación jurídica interna. 

2.- Los Estados Procurarán dar a conocer 

ampliamente el texto de los Principios Básicos al 
menos en el idioma o idiomas principales u 

oficiales del país respectivo. Se informará, de la 

manera más apropiada posible, a los jueces, sobre 
el contenido y la importancia de los Principios 

Básicos, a fin de que puedan promover su 

aplicación en el marco del sistema judicial. Los 

Estados deberán procurar especialmente que el 

texto de los Principios Básicos esté al alcance de 

todos los miembros de la judicatura. 

3.- Los Estados fomentarán o estimularán la 

celebración de seminarios y cursos de estudio, de 

ámbito nacional y regional, sobre la función 
desempeñada por la judicatura en la sociedad y 

sobre la necesidad de preservar su 

independencia. 

4.- De conformidad con lo previsto en la 

sección V de la resolución 1986/10 del Consejo 
Económico y Social, los Estados Miembros 

deberán informar al Secretario General , cada 

cinco años, a partir de 1988, sobre los progresos 

realizados en la aplicación de los Principios 

Básicos, en particular sobre su difusión, su 

incorporación a la legislación nacional, los 
problemas planteados y las dificultades u 

obstácu los hallados al aplicarlos en el ámbito 

nacional y la asistencia que podría necesitarse de 

la comunidad internacional. 

5.- El Secretario General deberá difundir los 

Principios Básicos, los procedimientos de 

aplicación aquí formulados y los informes 

periódicos relativos a su aplicación mencionados, 

en el mayor número posible de idiomas, y deberá 
ponerlos a disposición de todos los Estados y de 
las organizaciones intergubernamentales y no 

gubernamentales interesadas a fin de dar a esos 

documentos la mayor difusión posible. 
6.- Como parte de su programa de cooperación 

técnica, las Naciones Unidas, concretamente su 

Departamento de Cooperación Técnica para el 

Desarrollo y el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo, deberán: 

a) Prestar asistencia a los gobiernos que lo so­

liciten en orden al establecimiento y for· 

talecimiento de sistemas judiciales independientes 

y eficaces; 

b) Poner a disposición de los gobiernos que 10· 

soliciten los servicios de expertos y asesores 

regionales e interregionales en cuestiones 

judiciales para que les · ayuden· a aplicar los 

Principios Básicos; 

c) Estimular las investigaciones sobre medidas 
eficaces para la aplicación de los Principios 

Básicos, prestando particular atención a los 

acontecimientos más recientes en esta esfera; 

d) Promover la celebración de seminarios 

nacionales y regionales, así como de otras 

reuniones a nivel profesional y no profesional, 

sobre la función de la judicatura en la sociedad, la 

necesidad de preservar su independencia y la 
importancia de aplicar los Principios Básicos para 

el logro de estas metas; 

e) Fortalecer el apoyo sustantivo prestado a los 

institutos interregionales y regionales de in­

vestigación y capacitación de las Naciones Unidas 

en lo relativo a la prevención del delito y la justicia 

penal, así como a otras entidades del sistema de 

las Naciones Unidas interesadas en la aplicación 

de los Principios Básicos. 
7.- Las comisiones regionales, organismos 



especializados y otras entidades del sistema de las 

Naciones Unidas, asl como otras organizaciones 

intergubemar:nentales interesadas, deberán par­

ticipar activamente en el proceso de aplicación. 

Deberán asimismo informar al Secretario General 

de los esfuerzos efectuados en orden a la difusión 

de los Principios Básicos, asf como de las medidas 

adoptadas para sLi puesta en práctica y de todos 

los obstáculos y deficiencias hallados. El 

Secretarlo General de las Naciones Unidas deberá 

también tomar medidas para conseguir que las 

organizaciones no gubernamentales reconocidas 

como entidades consultivas por el Consejo 

Económico y Social tomen parte activa en ese 

proceso de aplicación y en los procedimientos 

conexos de presentación de informes. 

Véase Resolución 1989160 aprobada por la 

Asamblea General en su Resolución 441162 del 15 

de diciembre de 1989 y Boletfn del CIJa No. 25-26 

de 1990. 

Asl las cosas, es un imperativo·nacional (Articulo 

64, Párrafo 1, de la Constitución) y de las Naciones 

Unidas (O.N.U.), la ~reación de una Escuela 

Nacional de la Magistratura, figura jurídica que 

está MATRIMONIADA con el Consejo Nacional de 

la Magistratura, la inamovilidad de los Magistrados 

y la Ley de Carrera Judicial, la que no puede existir 

sin la Escuela. 

¿Entonces cómo crear la Escuela Nacional de la 

Magistratura, su contenido y alcance? 

A continuación exponemos los lineamientos 

básicos enunciativos y no limitativos de la Escuela 

Nacional de la Magistratura para ser conocido y 

ampliado por una Comisión creada al efecto 

mediante Decreto por el Señor Presidente de la 

República, a fin de elaborar un Anteproyecto de 

Ley. 

1.- La Escuela Nacional de la Magistratura 

deberá ser creada mediante Ley Orgánica, cum­

pliéndose con todos los requisitos constitucionales 
y legales, ya que la justicia se administra en 

nombre de la República y el Poder Judicial es un 

órgano del Estado y es a éste último a quien le 

compete la formación, actualización y Educación 

Continuada de los Magistrados. 

En Francia, pafs cuna de nuestra legislación, el 

Estado Francés otorgó para el año 1992 un 

presupuesto autónomo de treinta (30) millones de 
' 

dólares, para la formación, actualización. y 

Educación Continuada de los Magistrados2 . 

2.- La Escuela Nacional de la Magistratura 

estará integrada por un Consejo de Administración, 

presidido por el Presidente de la Suprema Corte de 

Justicia y el Vice-Presidente, será el Procurador 

General de la República, y los mie'mbros, 

Magistrados de carrera, Ex-Presidentes de la 

Suprema Corte de Justicia, notables Abogados y 

Profesores de Derecho, y un Director con un 

personal administrativo. Necesariamente la 

Escuela Nacional de la Magistratura tiene que 

estar presidida y orientada pedagógicamente por el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pues 

le compete al Estado Dominicano la formación, 

actualización y Educación continuada de los 

Magistrados y no a entidades privadas. 

3.- Se ingresa a la Escuela Nacional de la 

Magistratura con el grado de Licenciado o Doctor 

en Derecho, previa depuración y estudio del 

expediente del aspirante, luego de haber aprobado 

un concurso de cultura jurídica y general. Los 

Magistrados en funciones previa depuración y 

estudio de su respectivo expediente, deberán 

reciclarse según los casos y participar en los 

programas de Educación Continuada de la Escuela 

2. Véase Revista 1, 2, y 3 de la Escuela Nacional de la 
Magistratura (E.N.M.) y Revista de Presentación de la 
Escuela, a/lo 1993, y "Devenir Magistral", febrero 1993. 



Nacional de la Magistratura para lograr la 

inamovilidad, entre otros requisitos que serán 
exigidos. 

4.- El perfodo de formación será de por lo 
menos dos (2) años e ingresarían a la Escuela 
Nacional de la Magistratura los futuros Magistrados 

del Ministerio Público y Civiles, Jueces de 
Instrucción y Penales, Laborales, Militares, de 

Tierras, Electorales, Administrativos y Tributarios, 
es decir, todo aquel que quiera administrar justicia 
en el Territorio Nacional, pues una cosa es 

aprender la regla de derecho en la Universidad y 
otra el Oficio de Magistrado. 

5.- La regla de oro de los programas de la 
Escuela Nacional de la MagistrE!'tura, es el 
~prendizaje del Oficio de Magistrado con énfasis 

en la ética del Magistrado, el cual requiere del 

desarrollo del alma del Magistrado, los cuales 

deberán ser estudiados y adaptados por la 
comisión que el Señor Presidente de la República 

cree al efecto. Es obvio que esta comisión deberá 

sugerir las modificaciones a las leyes corres­

pondientes para el buen funcionamiento de la 

Escuela Nacional de la Magistratura. 

6. - Los Profesores de la futura Escuela Nacional 
de la Magistratura serán básicamente los 

Magistrados de la Suprema Corte de Justicia, 
incluyendo al Ministerio Público, con apertura a 
notables Abogados y Profesores de Derecho y de 

áreas especializadas como la Informática, etc ... 
7.- Sólo integrarían las funciones de Ad­

ministración de Justicia en la Repúbli ca 
Dominicana, los Magistrados egresados de la 
Escuela Nacional de la Magistratura, reservándose 

dicha Escuela el derecho de cancelar el Diploma 
por violación a los principios de la Magistratura 

consagrados en la Ley Orgánica de la Escuela. 
Estamos confiados en que el Señor Presidente 

de la República no dejará inconclusa la reforma 
judicial, creando por Ley Orgánica la Escuela 
Nacional de la Magistratura, pues en caso contra­
rio serfa seguir seleccionando a los Magistrados, 
incluyendo a los Magistrados electorales, bajo el 

sistema del clientelismo polftico, como lo describe 
magistralmente el Profesor Emérito de la 
Universidad de Parfs Rogar Perrot y Miembro del 
Consejo de Administración de la Escuela Nacional 
de la Magistratura de Francia, en su obra 
Instituciones Judiciales, 19933 • 

En conclusión a todo lo anteriormente expuesto 
en el presente articulo y en el anterior podemos 
colegir que: 

Sin Escue·la Nacional de la Magistratura no 
habrá Justicia. 

Sin Escuela Nacional de la Magistratura no 
habrá Paz. 

Sin Escuela Nacional de la Magistratura no 
habrá Democracia. 

Sin Escuela Nacional de la Magistratura no 
habrá Desarrollo. 

3. Véase PRECIS OOMAT, INSTITUCIONES JUDICIALES, 
Roger Perrot. Editora MONTCHRESTIEN 1993, péginas 313 
a 379, Tercera Parte, Capítulo l. 



LEGISLACION 
Reglas de las Naciones Unidas 

para la Protección de los Menores 
Privados de Libertad 

RESOLUCION 45/113 
NACIONES UNIDAS ASAMBLEA GENERAL 

CUADRAGESIMO QUINTO PERIODO 

DE SESIONES 

TEMA 100 DEL PROGRAMA 

RESOLUCION APROBADA 
POR LA ASAMBLEA GENERAL 

2 de abril de 1991 [sobre la base del informe 

de la Tercera Comisión (A/45/756)] 

La Asamblea Gen~ral, teniendo presentes la 
Declaración Uñiversal de Derechos Humanos 1, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos2
, la Convención contra la T~>rtura y otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra­
dantes3, la Convención sobre los Derechos del 

Niño 4
, asr como otros '¡nstrumentos internacionales 

relativos a la protección de los derechos y al 

bienestar de los jóvenes. 

Teniendo presentes también las Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos5, 

aprobadas por el Primer Congreso de las Naciones 

Unidas sobre la Prevención del Delito y 

Tratamiento del Delincuente. 

Teniendo presentes ademéa el Conjunto de 

1. Resolución 217 A (111). 
2. Resolución 2200 A (XXI). anexo. 
3. Resolución 39/46, anexo. 
4. Resolución 44/25, anexo. 
5. Véase Derechos Humanos: Recopilación de Instrumentos 

Internacionales (publicación de las Naciones Unidas. 
número de venta: S.88.XIV.1), secc. G. 

Principios para la protección de todas las personas 

sometidas a cualquier forma de detención o 

prisión, aprobado por la Asamblea General en su 

resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, en 

la que figura como anexo. 

Recordando las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la 

justicia de menores (Reglas de Beijing)6 • 

Recordando también la resolución 21 del 

Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delin­

cuente7 en la que el Congreso pidió que se 

prepararan reglas mínimas para la protección de 

los menores privados de libertad. 

Recorda11do además que el Congreso 

Económico y Sociál, en la sección II de su 

resolución 1986/10 de 21 de mayo de 1886, pidió 

al Secretario General que presentara al Comité de 

Prevención del Delito y Lucha contra la 

Delincuencia, en su décimo período de sesiones, 

un informe sobre los progresos realizados en la 

elaboración de las reglas, y al Octavo Congreso de 

las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente7 que examinara las 

reglas propuestas con miras a su aprobación. 

Alarmada por las condiciones y circunstancias 

en que se procede en todo el mundo a privar a 

menores de su libertad. 

Consciente de que los menores privados de 

libertad son sumamente vulnerables a los malos 

tratos, a la vlctimlzación y a la violación de sus 

derechos. 

Preocupada por el hecho de que muchos 

sistemas no establecen una diferenciación entre 

6. Resolución 40/33, anexo. 
7. Véase Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, Mll,n, 
26 de agosto a 6 de septiembre de 1985: Informe preparado 
por la Secretaria (publicación de las Naciones Unidas 
número de venta: S.86.lv.1 ), cap. 1, secc. E. ' 



adultos y menores en las distintas fases de la 

administración de justicia y, en consecuencia, los 

menores están detenidos en prisiones y centros 

junto con adultos. 

1. Afirma que la reclusión de un menor en un 

establecimiento debe ser siempre una medida de 

último recurso y por el mínimo período necesario; 

2. Reconoce que, debido a su gran vulne­

rabilidad , los menores privados de libertad 

requieren especial atención y protección y que 

deberán garantizarse sus derechos y bienestar 

durante el período en que estén privados de su 

libertad y con posterioridad a él; 

3. Observa con satisfacción la valiosa labor de 

la Secretaría y la colaboración que se ha 

establecido en la preparación del proyecto de las 

·reglas de las Naciones Unidas para la protección 

de los menores privados de libertad entre la 

Secretarla y lo~ expertos, los profesionales, las or­

ganizaciones intergubemamentales, la comunidad 

de entidades no gubernamentales, Amnistía Inter­

nacional, Defensa de los Niños-lnte{nacional y en 

particular, Radda Bamen Internacional (Save the 

Children Federation, de Suecia) y las instituciones 

científicas que se ocupan de los derechos de los 
niños y la justicia de menores; 

4. Aprueba las Reglas de las Naciones Unidas 

para la protección de los menores privados de 

libertad, que figuran como anexo a la presente 

resolución ; 

5. Exhorta al Comité de Prevención del Delito y 

Lucha contra la Delincuencia a formular medidas 

para la eficaz aplicación de las Reglas, con la 

asistencia de los institutos de las Naciones Unidas 

para la prevención del delito y el tratamiento del 

delincuente; 

6. Invita a los Estados Miembros a adaptar, 

cuando sea necesario, y para que armonicen con 

el espíritu de las Reglas, su legislación, su política 

y sus prácticas nacionales, en particular respecto 

de la capacitación de todas las categorías del 

personal de la justicia de menores, y a sefialar las 

Reglas a la atención de las autoridades 

competentes y del público en general ; 

7. Invita tambhin a los Estados Miembros a que 

informen al Secretario General sobre las medidas 

que hayan tomado para aplicar las Reglas en la le­

gislación, la polltica y la práctica, y a que presenten 

informes periódicos al Comité de Prevención ,del 

Delito y Lucha contra la Delincuencia acerca de los 

resultados alcanzados en su aplicación; 

8. Pide al Secretario General y los Estados 

Miembros que procuren dar la más amplia difusión 

posible al texto de las Reglas en todos los idiomas 

oficiales de las Naciones Unidas; 

9. Pide al Secretario General que realice un es­

tudio comparado, trate de obtener la colaboración 

necesaria y formule estrategias encaminadas a 

abordar la cuestión de las distintas categorías de 

casos graves de delincuentes juveniles reincidentes 

y prepare al respecto un informe orientado a la ela­

boración de políticas para presentarlo al Noveno 

Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre­

vención del Delito y Tratamiento del Delincuente; 

1 O. Pide también al Secretario General y a los 

Estados Miembros que asignen los recursos 

necesarios para garantizar el éxito en la aplicación 

y la ejecución de las reglas, en particular en lo 

referente a la contratación, capacitación e 

intercambio de personal de la justicia de menores 

de todas las categorías; 

11. Insta a todos los órganos competentes del 

sistema de las Naciones Unidas, en particular al 

Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, las 

comisiones regionales y los organismos especia­

lizados, los institutos de las Naciones Unidas para 



la prevención del delito y el tratamiento del de­
lincuente y a todas las organizaciones ínter­
gubernamentales y no gubernamentales intere­
sadas a que colaboren con el Secretario General y 
adopten las medidas necesarias para garantizar 
una acción concertada y sostenida dentro de sus 
respectivos ámbitos de competencia técnica a fin 

de promover la aplicación de las Reglas; 
12. Invita a la Subcomisión de Prevención de 

Discriminaciones y Protección a las Minorlas de la 
Comisión de Derechos Humanos a que examine 
este nuevo instrumento internacional, con miras a 
promover la aplicación de sus disposiciones; 

13. Pide al Noveno Congreso que examine los 
progresos realizados en la promoción y aplicación 
contenidas en la presente resolución, en relación 
bon un tema separado del programa relativo a la 
justicia de menores. 

688 SESION PLENARIA 

14 DE DICIEMBRE DE 1990 

ANEXOS 

l. PERSPECTIVAS FUNDAMENTALES 

1. El sistema de justicia de menores deberá res­
petar los derechos y la seguridad de los menores y 
fomentar su bienestar flsico y mental. El encar­
celamiento deberá usarse como último recurso. 

2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores 
de conformidad con los prir:1cipios y procedimientos 
establecidos en las presentes Reglas, asl como en 
las Reglas mlnimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Reglas de 
Beijing)6 • La privación de la libertad de un menor 
deberá decidirse como último recurso y por el 

6. Resolución 40fJ3. anexo. 

periodo mlnimo necesario y limitarse a casos 
excepcionales. La duración de la sanción debe ser 
determinada por la autoridad judicial sin excluir la 
posibilidad de que el menor sea puesto en libertad 
antes de ese tiempo. 

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer 
normas mínimas aceptadas por las Naciones Unl• 
das para la protección de los menores privados de 
libertad en todas sus formas, compatibles con los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, 
con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales 
de todo tipo de detención en la sociedad. 

4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente 
a todos los menores, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color. sexo, edad, idioma, religión, 
nacionalidad, opinión política o de otra índole, 
prácticas o creencias culturales, patrimonio, 
nacimiento, situación de familia, origen étnico o 
social o incapacidad. Se deberán respetar las 
creencias religiosas y culturales, asl como las 
prácticas y preceptos morales de los menores. 

5. Las Reglas están concebidas para servir de 
patrones prácticos de referencia y para brindar 
alicientes y orientación a los profesionales que 
participan en la administración del sistema de 
justicia de menores. 

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del 
personal de justicia de menores en sus idiomas na­
cionales. Los menores que no conozcan su­
ficientemente el idioma hablado por el personal del 
establecimiento de detención tendrán derecho a los 
servicios gratuitos de un intérprete siempre que sea 
necesario, en particular durante los reconoci­
mientos médicos y las actuaciones disciplinarias. 

7. Cuando corresponda, los Estados deberán 
incorporar las presentes Reglas a su leglslación o 
modificarla en consecuencia y establecer recursos 
eficaces en caso de inobservancia, incluida la 



Indemnización en los casos en que se causen 
perjuicios a los menores. Los Estados deberán 

además vigilar la aplicación de las Reglas. 

8. Las autoridades competentes procurarán 

sensibilizar constantemente al público sobre el 

hecho de que el cuidado de los menores detenidos 

y su preparación para su reintegración en la 
sociedad constituyen un servicio social de gran 

importancia y, a tal efecto, se deberá adoptar 
medidas eficaces para fomentar los contactos 

abiertos entre los menores y la comunidad local. 

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las 

presentes Reglas deberá interpretarse de manera 

que exduya la aplicación de los instrumentos y nor­

mas pertinentes de las Naciones Unidas ni de los 

referentes a los derechos humanos, reconocidos 

por la comunidad internacional, que velen mejor por 

los derechos; la atención y la protección de los me­

nores, de los niños y de todos los jóvenes. 
10. En el caso de que la aplicación práctica de 

las Reglas específicas contenidas en las secciones 

H a V, inclusive, sea incompatíble con las Reglas 

que figuran en la presente sección estas últimas 

prevalecerán sobre las primeras. 

11. ALCANCE Y APLICACION DE LAS REGLAS 

11. A los efectos de las presentes Reglas, deben 

aplicarse las definiciones siguientes: 

a) Se entiende por menor toda persona de 

menos de 18 años de edad. La edad limite por 
debajo de lo cual no se permitirá privar a un niño 

de su libertad debe fijarse por la ley; 

b) Por privación de libertad se entiende toda 
forma de detención o encarcelamiento, así como el 

internamiento en un establecimiento público o 
privado del que no se permita salir al menor por su 

propia voluntad, por orden de cualquier autoridad 
judicial, administrativa u otra autoridad pública. 

12. La privación de la libertad deberá efectuarse 

en condiciones y circunstancias que garanticen el 

respeto de los derechos humanos de los menores. 

Deberá garantizarse a los menores recluidos en 

centros el derecho a disfrutar de actividades y 
programas útiles que sirvan para fomentar y 

asegurar su sano desarrollo y su dignidad, 

promover su sentido de responsabilidad e 

infundirles actitudes y conocimientos que les 

ayuden a desarrollar sus posibilidades como 

miembros de la sociedad. 

13. No se deberá negar a los menores privados 

de libertad, por razón de su condición, los 

derechos civiles, económicos, políticos, sociales y 

culturales que les correspondan de conf01midad 

con la legislación nacional o el derecho 

internacional y que sean compatibles con la 
privación de la libertad. 

14. La protección de los derechos individuales 

de los menores por lo que respecta especialmente 

a la legalidad de la ejecución de las medidas de 

detención será garantizada por la autoridad 

competente, mientras que los objetivos de 
integración social deberán garantizarse mediante 

inspecciones regulares y otras formas de control 

llevadas a cabo, de conformidad con las normas 

internacionales, la legislación y los reglamentos 

nacionales, por un organismo debidamente 
constituido que esté autorizado para visitar a los 

menores y que no pertenezca a la administración 
del centro de detención. 

15. Las presentes Reglas se aplican a todos los 

centros y establecimientos de detención de 
cualquier clase o tipo en donde haya menores 

privados de libertad. Las partes 1, 11 , IV y V de las 
Reglas se aplican a todos los centros y 



establecimientos de internamiento en donde haya 
menores detenidos, en tanto que la parte 111 se 
aplica a menores bajo arresto o en espera de 
juicio. 

18. Las reglas serán aplicadas en el contexto de 
las condiciones económicas, sociales y culturales 
imperantes en cada Estado Miembro. 

111. MENORES DETENIDOS O EN PRISION 
PREVENTIVA 

17. Se presume que los menores detenidos bajo 
arresto o en espera de juicio son inocentes y 
deberán ser tratados como tales. En la medida de 
lo posible, deberá evitarse y• limitarse a 

. circunstancias excepcionales la detención antes 
del juicio. En consecuencia, deberá hacerse todo 
lo posible para apli?ar medidas sustitutorias. 
Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención 
preventiva, los tribunales de menores y los 
órganos de investigación deberán a~ribuir máxima 
prioridad a la más rápida tramitación posible de 
esos casos a fin de que la detención sea lo más 
breve posible. Los menores detenidos en espera 
de juicio deberán estar separados de los 
declarados culpables. 

18. Las condiciones de detención de un menor 
que no haya sido juzgado deberán ajustarse a las 
reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas 
que resulten necesarias y apropiadas, dadas las 
exigencias de la presunción de inocencia, la 
duración de la detención y la condición jurídica y 
circunstancias de los menores. Entre esas 
disposiciones figurarán las siguientes, sin que esta 
enumeración tenga carácter taxativo: 

a) Los menores tendrán derecho al asesora­
miento jurídico y podrán solicitar asistencia juridica 
gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse 

regularmente con sus asesores jurídicos. Deberá 
respetarse el carácter privado y confidencial de 
esas comunicaciones; 

b) Cuando sea posible, deberá darse a los 
menores la oportunidad de efectuar un trabajo 
remunerado y de proseguir sus estudios o 
capacitación, pero no serán obligados a hacerlo. 
En ningún caso se mantendrá la detención por 
razones de trabajo, de estudios o de capacitación; 

e) Los menores estarán autorizados a recibir y 
conservar material de entretenimiento y de recreo 
que sea compatible con los intereses de la 
administración de justicia. 

IV. LA ADMINISTRACION DE LOS CENTROS 
DE MENORES 

A. Antecedentes 

19. Todos los informes, incluidos los registros 
jurídicos y médicos, las actas de las actuaciones 
disciplinarias, así como todos los demás 
documentos relacionados con la forma, el 
contenido y los datos del tratamiento deberán 
formar un expediente personal y confidencial, que 
deberá ser actualizado, accesible sólo a personas 
autorizadas y clasificado de forma que resulte 
fácilmente comprensible. Siempre que sea posible, 
todo menor tendrá derecho a impugnar cualquier 
hecho u opinión que figure en su expediente, de 
manera que se pueda rectificar las afirmaciones In· 
exactas, infundadas o injustas. Para el ejercicio de 
este derecho serla necesario establecer proce­
dimientos que permitan a un tercero apropiado 
tener acceso al expediente y consultarlo, si asl lo 
solicita. Al quedar en libertad un menor su 
expediente será cerrado y, en su debido momento, 
destruido. 



20. Ningún menor deberá ser admitido en un 

centro de detención sin una orden válida de una 

autoridad judicial o administrativa u otra autoridad 

pública. Lós detalles de esta orden deberán 

consignarse inmediatamente en el registro. Ningún 

menor será detenido en un centro en el que no 

existe ese registro. 

B. Ingreso, registro, desplazamiento y traslado 

21. En todos .los lugares donde haya menores 

detenidos, deberá llevarse un registro completo y 

fiable de la siguiente información relativa a cada 

uno de los menores admitidos: 
a) Datos relativos a la identidad del.menor; 

b) El hecho del internamiento, así como sus 

motivos y la autoridad con que se ordenó; 

e) El día y hora del ingreso, el traslado y la 

liberación; 

d) Detalles de la notificación de cada ingreso, 

traslado o liberación del menor a los padres o 

tutores a cuyo cargo estuviese en el · momento de 

ser internado. 

e) Detalles acerca de los problemas de salud 

física y mental conocidos, incluido el uso indebido 

de drogas y de alcohol. 

22. La información relativa al ingreso, lugar de 

internamiento, traslado y liberación deberá 

notificarse sin demora a los padres o tutores o al 

pariente más próximo del menor. 

23. Lo antes posible después del ingreso, se 

prepararán y presentarán a la dirección informes 

completos y demás informaciones pertinentes 

acerca de la situación personal y circunstancias de 

cada menor. 
24. En el momento del ingreso, todos los 

-
menores deberán recibir copia del reglamento que 

fija el centro de detención y una descripción escrita 

de sus derechos y obligaciones en un idioma que 

puedan compr~nder, junto con la dirección de las 

autoridades competentes ante las que puedan 

formular quejas, así como los organismos y 

organizaciones públicos o privados que presten 

asistencia jurídica. 

Para los menores que sean analfabetos o que 

no puedan comprender el idioma en forma escrita, 

se deberá comunicar la información de manera 

que pueda comprender perfectamente. 

25. Deberá ayudarse a todos los menores a 

comprender los reglamentos que rigen la 

organización interna del centro, los objetivos y 

metodología: del tratamiento dispensado, las 

exigencias y procedimientos disciplinarios, otros 

métodos autorizados para obtener información y 

formular quejas y cualquier otra cuestión· que les 

permita comprender cabalmente sus derechos y 

obligaciones durante el internamiento. 

26. El transporte de menores deberá efectuarse 

a costa de la administración, en vehículos debida­

mente ventilados e iluminados y en condiciones 

que no les impongan de modo alguno sufrimientos 

físicos o morales. Los menores no serán 

trasladados arbitrariamente de un centro a otro. 

C. Claalficación y asignación 

27. Una vez admitido un menor, será 

entrevistado lo antes posible y se preparará un 

informe psicológico y social en el que consten los 

datos pertinentes al tipo y nivel concretos de 

tratamiento y programa que requiera el menor. 

Este informe, junto con el preparado por el 

funcionario médico que haya reconocido al menor 

en el momento del ingreso, deberá presentarse al 

director a fin de decidir el lugar más adecuado para 

la instalación del menor en el centro y determinar 



el tipo y nivel necesarios del tratamiento y de 

programa que deberán aplicarse. Cuando se 
requiera tratamiento rehabilitador especial, y si el 

tiempo de permanencia en la institución lo permite, 

funcionarios calificados de la institución deberán 

preparar un plan de tratamiento individual por 

escrito en que se especifiquen los objetivos del 

tratamiento, un plazo y los medíos, etapas y plazo 

en que haya que procurar los objetivos. 

28. La detención de los menores sólo se 

producirá en condiciones que tengan en cuenta 

plenamente sus necesidades y situaciones 
concretas y los requisitos especiales que exigen su 

edad, personalidad, sexo y tipo de delito, así como 

su salud flsica y mental , y que garanticen su 

protección contra influencias nocivas y situaciones 

de riesgo. El criterio principal para separar a los 

diversos grupos de menores privados de libertad 

deberá ser la p_restación del tipo de asistencia que 

mejor se adapte a las necesidades concretas de 

los interesados y la protección de su bienestar e 

. integridad físicos, mentales y morales. 

29. En todos los centros de detención, los 

menores deberán esta separados de los adultos a 

menos que pertenezcan a la misma familia. En 

condiciones de supervisión podrá reunirse con 

adultos cuidadosamente seleccionados en el 

marco de un programa especial cuya utilidad para 

los menores interesados haya sido demostrada. 

30. Deben organizarse centros de detención 

abiertos para menores. Se entiende por centros de 

detención abiertos aquellos donde las medidas de 

seguridad son escasas o nulas. La población de 

esos centros cerrados deberá ser también 

suficientemente pequeño a fin de que el 
tratamiento pueda tener carácter individual. Los 

centros de detención para menores deberán estar 

descentralizados y tener un tamaño que facilite el 

acceso -de las familias de los menores y su 

contacto con ellas. Convendrá establecer 
pequeños centros de detención e integrarlos en el 

entorno social, económico y cultural de la 

comunidad. 

D. Medio físico y alojamiento 

31. Los menores privados de libertad tendrán 
derecho a contar con locales y servicios que 

satisfagan las exigencias de la higiene y dé la 

dignidad humana. 
32. El diseño de los centros de detención para 

menores y el medio fisico deberán responder a su 

finalidad, es aecir, la .rehabilitación de los menores 
en tratamiento de internado, teniéndose debida­

mente en cuenta la necesidad del menor de in­

timidad, de estímulos sensoriales, de posibilidades 

de asociación con sus compañeros y de par­
ticipación en actividades deportivas, ejercicios 

físicos y actividades de esparcimiento. El disef'\o y 

la estructura de los centros de detención para 

menores deberán ser tales que reduzcan al 

mínimo el riesgo de incendio y garanticen una 

evacuación segura de los locales. Deberá haber un 
sistema eficaz de alarma en casos de incendio, asf 

como procedimientos establecidos y debidamente 

ensayados que garanticen la seguridad de los 

menores. Los centros de detención no estarán 

situados en zonas de riesgos conocidos para la 

salud donde existan otros peligros. 

33. Los locales para dormir deberán consistir 

normalmente en dormitorios para pequeños 

grupos o en dormitorios individuales, teniendo 

presentes las normas del lugar. Por la noche, 
todas las zonas destinadas a dormitorios, 

incluidas las habitaciones individuales y los 

dormitorios colectivos, deberán ser objeto de una 



vigilancia regular y discreta para asegurar la 

protección de todos los menores. 
Cada menor dispondrá, según los usos locales o 

nacionales, de ropa de cama individual suficiente, 

que deberá entregarse límpia, mantenerse en buen 
estado y mudarse con regularidad por razones de 

aseo. 
34. Las instal.aciones sanitarias deberán ser de 

un nivel adecuado y estar situadas de modo que el 
menor pueda satisfacen sus necesidades físicas 

en la intimidad y enforma aseada y decente. 

35. La posesión de efectos personales es un 

elemento fundamental del derecho a la intimidad y 

es indispensable para el bienestar psicológico del 
menor. Deberá reconocerse y respetarse plena­

mente el derecho de todo menor a poseer efectos 

personales y a disponer de lugares seguros para 

guardarlos. Los efectos personales del menor que 

éste decida· no conservar o que le sean 
confiscados deberán depositarse en lugar seguro. 

Se hará un inventario de dichos efectos que el 

menor firmará y se tomarán las medidas 

necesarias para que se conserven en buen estado. 

Todos estos artículos, asl como el dinero, deberán 

restituirse al menor al ponerlo en libertad, salvo el 

dinero que se le haya autorizado a gastar o los 

objetos que haya remitido al exterior. Si el menor 

recibe medicamentos o se descubre que los 
posee, el médico deberá decidir el uso que deberá 

hacerse de ellos. 
36. En la medida de lo posible, los menores 

tendrán derecho a usar sus propias prendas de 
vestir. Los centros de detención velarán por que 

todos los menores dispongan de prendas 

personales apropiadas al clima y suficientes para 
mantenerlos en buena salud. Dichas prendas no 

deberán ser en modo alguno degradantes ni 
humillantes. Los menores que salgan del centro o 

a quienes se autorice a abandonarlo con cualquier 

fin podrán vestir sus propias prendas. 
37. Todos ·1os centros de detención deberán 

garantizar que todo menor disponga de una 

alimentación adecuadamente preparada y servida 
a las horas acostumbradas, en calidad y cantidad 

que satisfagan las normas de la dietética, la 

higiene y la salud, y, en la medida de lo posible, las 

exigencias religiosas y culturales. Todo menor 

deberá disponer en todo momento de agua limpia 

y potable. 

E. Educación, formación profesional y trabajo 

38. Todo menor en edad de escolaridad 

obligatoria tendrá derecho a recibir una enseñanza 

adaptada a sus necesidades y capacidades y 
destinada a prepararlo para su reinserción en la 

sociedad. Siempre que sea posible, esta 

enseñanza deberá impartirse fuera del esta­

blecimiento, en escuelas de la comunidad, y en 

todo caso, a cargo de maestros competentes, 

mediante programas integrados en el sistema de 

instrucción pública, a fin de que cuando sean 

puestos en libertad, los menores puedan continuar 

sus estudios sin dificultad. La administración de los 

establecimientos deberá prestar especial atención 
a la enseñanza de los menores de origen 

extranjero o con necesidades culturales o étnicas 

particulares. Los menores analfabetos o que 

presenten problemas cognitivos o de aprendizaje 

tendrán derecho a enseñanza especial. 

39. Deberá autorizarse y alentarse a los 

menores que hayan superado la edad de 

escolaridad obligatoria y que deseen continuar sus 

estudios a que lo hagan y deberá hacerse todo lo 

posible para que tengan acceso a programas de 
enseñanza adecuados. 



40. Los diplomas o certificados de estudios 
otorgados a los menores durante su detención no 
deberán indicar en ningún caso que los menores 

han estado recluidos. 

41. Todo centro de detención deberá facilitar el 

acceso de los menores a una biblioteca bien 

provista de libros y periódicos instructivos y 
recreativos que sean adecuados; se deberá 

estimular y permitir que utilicen al máximo los 
servicios de la biblioteca. 

42. Todo menor tendrá derecho a recibir 

formación para ejercer una profesión que lo 

prepare para un futuro empleo. 

43. Teniendo debidamente en cuenta una 
selección profesional racional y las exigencias de 

ta administración del establecimiento, los menores 

deberán poder optar por la clase de trabajo que 

deseen realizar. 

44. Deberán aplicarse a los menores privados de 
libertad todas las normas nacionales e 

internacionales de protección que se aplican al 

trabajo de los niños y a los trabajadores jóvenes. 

45. Siempre que sea posible, deberá darse a los 

menores la oportunidad de realizar un trabajo 

remunerado, de ser posible en el ámbito de la 
comunidad local, que complemente la formación 

profesional impartida a fin de aumentar la 

posibilidad de que encuentre un empleo 
conveniente cuando se reintegren a sus 

comunidades. El tipo de trabajo deberá ser tal que 

proporcione una formación adecuada y útil para los 

menores después de su liberación. La organi­
zación y los métodos de trabajos que haya en los 

centros de detención deberán asemejarse lo más 

posible a los de trabajos similares en la 

comunidad, a fin de preparar a los menores para 

las condiciones laborales normales. 
48. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá 

derecho ·a una remuneración justa. El Interés de 

los menores y de su formación profesional no 
deberá subordinarse al propósito de realizar 

beneficios para el centro de detención o para un 

tercero. Una parte de la remuneración del menor 

deberla reservarse de ordinario para constituir un 

fondo de ahorro que le será entregado cuando 

quede en libertad. El menor debería tener derecho 

a utilizar el remanente de esa remuneración para 
adquirir objetos destinados a su uso persor;ial, 
indemnizar a la victima perjudicada por su delito, o 

enviarlo a su propia familia o a otras personas 
fuera del centro. 

F. Actividades recreativas 

47. Todo menor deberá disponer diariamente del 

tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos al 

aire libre si el tiempo lo permite, durante el cual se 

proporcionará normalmente una educación re­
creativa y flsica adecuada. Para estas actividades, 

se pondrán a su disposición terreno suficiente y las 
instalaciones y el equipo necesarios. Todo menor 

deberá disponer diariamente de tiempo adicional 

para actividades de espaciamiento, parte de las 
cuales deberán dedicarse, si el menor así lo 

desea, a desarrollar aptitudes en artes y oficios. El 

centro de detención deberá velar por que cada 
menor esté físicamente en condiciones de 

participar en los programas de educación física 

disponibles. Deberá ofrecerse educación física 

correctiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a 
los menores que la necesiten. 

G. Religión 

48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir 
sus obligaciones religiosas y satisfacer sus ne-



cesidades espirituales, permitiéndosela partcipar 

en los servicios o reuniones organizados en el 

establecimiento o celebrar sus propios servicios y 

tener en su poder libros u objetos de culto y de 

instrucción religiosa de su confesión. Si en un 
centro de detención hay un número suficiente de 

menores que profesan una determinada religión, 
deberé nombrarse o admitir a uno o más 

representantes autorizados de ese culto que 
estarén autorizados para organizar periódicamente 

servicios religiosos y efectuar visitas pastorales 

particulares a los menores de su religión , previa 
solicitud de ellos. Todo menor tendrá derecho a 

recibir visitas de un representante calificado de 
cualquier religión de su elección, a nó participar en 

servicios religiosos y rehusar libremente la 

ensef'lanza, el asesoramiento o el adoctrinamiento 

religiosos. 

H. Atención médica 

49. Todo menor deberá recibir atención médica 

adecuada, tanto pr~ventiva como correctiva, 

incluida atención odontológica, oftalmológica y de 

salud mental, asl como los productos 
farmacéuticos y dietas especiales que hayan sido 

recetados por un médico. Normalmente, toda esta 

atención médica deberá prestarse cuando sea 

posible a los jóvenes reclusos por conducto de los 

servicios e instalaciones sanitarios apropiados de 

la comunidad en que esté situado el centro de 

detención, a fin de evitar que se estigmatice al 

menor y de promover su dignidad personal y su 

integración en la comunidad. 

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado 
por un médico inmediatamente despu~s de su 

ingreso en un centro de menores, con objeto de 

hacer constar cualquier prueba de malos tratos 

anteriores y verificar cualquier estado flsico o 

mental que requiera atención médica. 
51. Los servicios médicos a disposición de los 

menores deberán tratar de detectar y tratar toda 

enfermedad física o mental, todo uso indebido de 
sustancias qulmicas y cualquier otro estado que 

pudiera constituir un obstáculo para la integración 
del joven en la sociedad. Todo centro de detención 

de menores deberá tener acceso inmediato a 

instalaciones y equipo médicos adecuados que 

guarden relación con el número y las necesidades 

de sus residentes, asl como personal capacitado 
en atención sanitaria preventiva y en tratamiento 

de urgencias médicas. Todo menor que esté 

enfermo, se queje de enfermedad o presente 

slntomas de dificultades flsicas o mentales deberá 

ser examinado rápidamente por un funcionario 

médico. 

52. Todo funcionario médico que tenga razones 

para estimar que la salud física o mental de un 

menor ha sido afectada, o puede ser por el 

internamiento prolongado, una huelga de hambre o 

cualquier circunstancia del internamiento, deberá 

comunicar inmediatamente este hecho al director 

del establecimiento y a la autoridad independiente 

responsable del bienestar del menor. 

53. Todo menor que sufra una enfermedad 

mental deberá recibir tratamiento en una institución 

especializada bajo supervisión médica inde­

pendiente. Se adoptarán medidas, de acuerdo con 
los organismos competentes, para que pueda 

continuar cualquier tratamiento de salud mental 

que requiera después de la liberación. 
54. Los centros de detención de menores 

deberán organizar programas de prevención del 
uso indebido de drogas y de rehabilitación 

administrados por personal calificado. Estos 

programas deberán adaptarse a la edad, al sexo y 



otras circunstancias de los menores interesados, y 

deberán ofrecerse servicios de desintoxicación 

dotados de personal calificado a los menores 

toxicómanos o alcohólicos. 

55. Sólo se administrará medicamentos para un 
tratamiento necesario o por razones médicas y, 

cuando se pueda, después de obtener el 

consentimiento del menor debidamente informado. 

En particular, no se deben administrar para 
obtener información o confesión, ni como sanción 

o medio de reprimir a menor. Los menores nunca 

~ervirán como objeto para experimentar el empleo 

de fármacos o tratamientos. La administración de 

cualquier fármaco deberá ser siempre autorizada y 
efectuada por personal médico calificado. 

l. Notificación de enfermedad, accidente 

y defunción 

58. La familia o el tutor de un menor, o cualquier 

otra persona designada por dicho menor, tienen el 

derecho de ser informados, si así lo· solicitan, del 

estado de salud del menor y en el caso de que se 

produzca un cambio tmportante en él. El director 

del centro de detención deberá notificar 
inmediatamente a la familia o al tutor del menor, o 

a cualquier otra persona designada por él, en caso 

de fallecimiento, enfermedad que requiera el 

traslado del menor a un centro médico fuera del 

centro, o un estado que exija un tratamiento de 

más de 48 horas en el servicio clínico del centro de 

detención. También se deberá notificar a las 
autoridades consulares del Estado de que sea 
ciudadano el menor extranjero. 

57. En caso de fallecimiento de un menor 

durante el periodo de privación de libertad, el 

pariente más próximo tendrá derecho a examinar 
el certificado de defunción, a pedir que le muestren 

el cadáver y disponer su último destino en la forma 
que decida. En caso de fallecimiento de un menor 

durante su internamiento, deberá practicarse una 

investigación independiente sobre la causa de la 

defunción, cuyas conclusiones deberán quedar a 
disposición del pariente más próximo. Dicha 

investigación deberá practicarse cuando el 

fallecimiento del menor se produzca dentro de los 

6 meses siguientes a la fecha de liberación del 
centro de detención y cuando haya motivos para 
creer que el fallecimiento guarda relación con el 

período de reclusión. 

58. Deberá informarse al menor inmediatamente 

del fallecimierto, o de la enfermedad o el accidente 
graves de i.Jn familiar inmediato y darle la 

oportunidad de asistir al funeral del fallecido o, en 

caso de enfermedad grave de un parjente, a 

visitarle en su lecho de enfermo. 

J. Contactos con la Comunlded en General 

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles 

para que los menores tengan una comunicación 

adecuada con el mundo exterior pues ella es parte 
integrante del derecho a un tratamiento justo y hu­

manitario y es indispensable para preparar la re­

inserción de los menores en la sociedad. Deberá 

autorizarse a los menores a comunicarse con sus 
familiares, sus amigos y otras personas o repre­

sentantes de organizaciones prestigiosas del ex­

terior, a salir de los centros de detención para visitar 

su hogar y su familia, y se darán permisos espe­
ciales para salir del establecimiento por motivos 

educativos, profesionales y otras razones de im­

portancia. En caso de que el menor esté cumpliendo 
una condena, el tiempo trascurrido fuera de un es­

tablecimiento deberá computarse como parte del 
periodo de cumplimiento de la sentencia. 



80. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas 
regulares y frecuentes, en principio una vez al 

mes, en condiciones que respeten la necesidad de 

intimidad de~ menor, el contacto y la comunicación 

sin restricciones con la familia y con el abogado 

defensor. 

81. Todo menor tendrá derecho a comunicarse 

por escrito o por teléfono, al menos dos veces por 

semana, con la persona de su elección, salvo que 

se le haya prohibido legalmente hacer uso de este 

derecho, y deberá recibir la asistencia necesaria 

para que pueda ejercer eficazmente ese derecho. 
Todo menor tendrá derecho a recibir corres­

pondencia. 
82. Los menores deberán tener la oportunidad 

de informarse periódicamente de · 1os aconte­

cimientos por la lectura de diarios, revistas u otras 

publicaciones, mediante el acceso a programas de 

radio y televisión y al cine, as I como a través de 
visitas de los representantes de cualquier club u 

organización de carácter licito en que el menor 

esté interesado. 

K. Limitaciones de la Coerción Física 

y del Uso de la Fuerza 

83. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos 

de coerción y la fuerza con cualquier fin, salvo en 

los casos establecidos en el articulo 64 infra. 

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de 
instrumentos de coerción en casos excepcionales, 

cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos 

los demás medios de control y sólo de la forma 

expresamente autorizada y descrita por una ley o 

un reglamento. Esos instrumentos no deberán 
causar humillación ni degradación y _deberán 

emplearse de forma retrictiva y sólo por el lapso 

estrictamente necesario. Por orden del director de 

la administración, podrán utilizarse esos instru­
mentos para impedir que el menor lesione a otro o 
a si mismo o cause importante dalios materiales. 

En esos casos, el director deberá consultar 

inmediatamente al personal médico y otro personal 

competente e informar a la autoridad administrativa 

superior. 
85. En todo centro donde haya menores 

detenidos deberá prohibirse al personal portar y 

utilizar armas. 

L. Procedimientos Disciplinarios 

68. Todas las medidas y procedimientos dis­

ciplinarios deberán c~mtribuir a la seguridad y a 

una vida comunitaria ordenada y ser compatibles 

con el respeto de la dignidad inherente del ~nor y 

con el objetivo fundamental del tratamiento 

institucional, a saber, infundir un sentimiento de 
justicia y de respeto por uno mismo y por los 

derechos fundamentales de otra persona. 

67. Estarán estrictamente prohibidas todas las 

medidas disciplinarias que constituyan un trato 

cruel , inhumano o degradante, incluidos los 

castigos corporales, el encierro en celdas oscuras 
y las penas de aislamiento o de celdas solitarias, 

así como cualquier otra sanción que pueda poner 

en peligro la salud física o mental del menor. 

Estarán prohibidas, cualquiera que sea su 

finalidad, la reducción de alimentos y la 

restricción o denegación de contacto con 

familiares. El trabajo será considerado siempre un 

instrumento de educación y un medio de 

promover el respeto del menor por si mismo, 

como preparación para su reinserción en la 
comunidad, y nunca deberá imponerse a titulo de 

sanción disciplinaria. No deberá sancionarse a 

ningún menor más de una vez por la misma 



infracción disciplinaria. Deberán prohibirse las 

sanciones colectivas. 
68. Las IE!yes o reglamentos aprobados por la 

autoridad administrativa competente deberán esta­

blecer normas relativas a los siguientes puntos, te­

niendo plenamente en cuenta las caracterlsticas, 

necesidades y derechos fundamentales del menor: 
8) La conducta que constituye una infracción a la 

disciplina; 
b) El carácter y la duración de las sanciones 

disciplinarias que se pueden aplicar; 

· e) La autoridad competente en grado de 

apelación. 

69. Los informes de mala conducta serán pre­
sentados de inmediato a la autoridad ·competente, 

la cual deberá decidir al respecto sin demoras 

injustificadas. La autoridad competente deberá 

examinar el caso con de\enimiento. 

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones 
disciplinarias que no estén estrictamente de 

conformidad con lo dispuesto en las, leyes o los 

reglamentos en vigor. No deberá sancionarse a 

ningún menor a meno~ que haya sido informado 

debidamente de la infracción que le es imputada, 

en forma que el menor comprenda cabalmente, y 

que se le haya dado la oportunidad de presentar 

su defensa, incluido el derecho de apelar a una 

autoridad imparcial competente. Deberá levantarse 
un acta completa de todas las actuaciones 

disciplinarias. 

71. Ningún menor deberá tener a su cargo fun ­

ciones disciplinarias, salvo en lo referente a la su­

pervisión de ciertas actividades sociales, educa­

tivas o deportivas o programas de autogestión. 

M. Inspección y Reclamaciones 

72. Los inspectores calificados o una autoridad 

debidamente constituida de nivel equivalente que 
no pertenezca- a la administración del centro 

deberán estar facultados a efectuar visitas 
periódicas, y a hacerlas sin previo aviso, por 

iniciativa propia, y a gozar de previas garantlas de 
independencia en el ejercicio de esta función. Los 

inspectores deberán tener acceso sin restricciones 

a todas las personas empleadas o que trabajen en 

los establecimientos o instalaciones donde haya o 

pueda haber documentación de los estable· 
cimientos. 

73. En las inspecciones deberán partícipar 

funcionarios médicos especializados adscrito a la 

entidad inspectora o al servicio de la salud pública, 
quienes evaluarán el ·cumplimiento de las reglas 

relativas al ambiente físico, la higiene, ~I aloja­

miento, la comida, el ejercicio y los servicios 

médicos, asl como cualesquiera otros aspectos o 

condiciones de la vida del centro que afecten a la 
salud física y mental de los menores. Todos los 

menores tendrén derecho a hablar confidencial­

mente con los inspectores. 

74. Terminada la inspección, el inspector deberá 

presentar un informe sobre sus conclusiones, este 

informe concluirá una evaluación de la forma en 

que el centro de detención observa las presentes 

Reglas y las disposiciones pertinentes de la 

legislación nacional, asl como recomendaciones 
acerca de las medidas que se consideren 

necesarias para garantizar su observancia. Todo 

hecho descubierto por un inspector que parezca 

indicar que se ha producido una violación de las 

disposiciones legales relativas a los derechos de 

los menores o al funcionamiento del centro de 

detención para menores deberá comunicarse a las 

autoridades competentes para que lo investigue y 

exija las responsabilidades correspondientes. 
75. Todo menor deberá tener la oportunidad de 



presentar en todo momento peticiones o quejas al 

director del establecimiento o a su representante 

autorizado. 

78. Todo.menor tendrá derecho a dirigir, por la 

vi a prescrita y sin censura en cuanto al fondo, una 

petición o queja a la administración central de los 

establecimientos para menores, a la autoridad 

judicial o cualquier otra autoridad competente, y a 

ser informado sin demora de la respuesta. 

77. Deberla procurarse la creación de un cargo 

independiente de mediador, facultado para recibir 

e investigar las quejas formuladas por los menores 

privados de su libertad y ayudar a la consecución 

de soluciones equitativas. 

78. A los efectos de formular una queja, todo 

menor tendrá derecho a solicitar · asistencia a 

miembros de una familia, asesores jurídicos, 

grupos humanitarios u otros cuando sea posible. 

Se prestará asistencia .a los menores analfabetos 

cuando necesiten recurrir a los servicios de 

organismos u organizaciones públicas o privados 

que brindan asesoramiento júrldico o que son 

competentes para recibir reclamaciones. 

N. Reintegración en la Comunidad 

79. Todos los menores deberán beneficiarse de 

medidas concebidas para ayudarles a reintegrarse 

en la sociedad, la vida familiar y la educación o el 

trabajo después de ser puestos en libertad. A tal fin 

se deberán establecer procedimientos, inclusive la 

libertad anticipada, y cursos especiales. 

80. Las autoridades competentes deberán crear 

o recurrir a servicios que ayuden a los menores a 

reintegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar 

los prejuicios que existen contra esos "!lenores. 

Estos servicios, en la medida de lo posible, 

deberán proporcionar al menor alojamiento, trabajo 

y vestidos convenientes, asl como los medios 

necesarios para que pueda mantenerse después 

de su liberación para facilitar su feliz reintegración. 

Los representantes de organismso que prestan 

estos servicios deberán ser consultados y tener 

acceso a los menores durante su internamiento 

con miras a la asistencia que les presten para su 

reinserción en la comunidad. 

V. Peraonal 

81. El personal deberá ser competente y cóntar 

con un número suficiente de especialistas; como 

educadores, instructores profesionales, asesores, 

asistentes sociales, y psicólogos. Normalmente, 

esos funcionarios y ·otros especialistas deberán 

formar padre del personal permanente, ~ro ello 

no excluirá los auxiliares de tiempo parcial o 

voluntarios cuando resulte apropiado y beneficioso 

por el nivel de apoyo y formación que puedan 

prestar. Los centros de detención deberán 

aprovechar todas las posibilidades y modalidades 

de asistencia correctivas, educativas, morales, 

espirituales y de otra lndole que estén disponibles 

en la comunidad y que sean idóneas, en función 

de las necesidades y los problemas particulares de 

los menores recluidos. 

82. La administración deberá seleccionar y 

contratar cuidadosamente al personal de todas las 

clases y categorías, por cuanto la buena marcha 

de los centros de detención depende de su in­

tegridad, actitud humanitaria, capacidad y com­

petencia profesional para tratar con menores, asl 

como de sus dotes personales para el trabajo. 

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán 

designarse funcionarios profesionales con una 

renumeración suficiente para atraer y retener a 

hombres y mujeres capaces. Deberá darse en todo 



momento estímulo a los funcionarios de los centros 

de detención de menores para que desempeñen 

sus funciones y obligaciones profesionales en 

forma humahitaria, dedicada, profesional , justa y 

eficaz, se comporten en todo momento de manera 

tal que merezca y obtenga el respeto de los 

menores y brinden a éstos un modelo y una 

perspectiva positivos. 

84. La administración deberá adoptar formas de 

organización y gestión que faciliten la 

comunicación entre las diferentes categorías del 

personal de cada centro de detención para 

intensificar la cooperación entre los diversos 

servicios dedicados a la atención de los menores, 

asl como entre el personal y la admini~tración, con 

miras a conseguir que el personal que está en 

contacto directo con los menores pueda actuar en 

condiciones que favorezcan al desempeño eficaz 

de sus tareas. 

85. El personal deberá recibir una formación que 

le permita desempeñar eficazmente sus funciones, 

en particular la capacitación en sicología infantil, 

protección de la infancia y criterios y normas 

internacionales de dere·chos humanos y derechos 

del niño, incluidas las presentes Reglas. El 

personal deberá mantener y perfeccionar sus 

conocimientos y capacidad profesional asistiendo a 

cursos de formación en el servicio que se 

organizarán a intervalo apropiados durante toda su 

carrera. 

86. El director del centro debérá estar 

debidamente calificado para su función por su 

capacidad administrativa, una formación adecuada 

y su experiencia en la materia y deberá dedicar 

todo su tiempo a su función oficial. 

87. En el desempeño de sus funciones, el 

personal de los centros de detención deberá 

respetar y proteger la dignidad y los derechos 

humanos fundamentales de todos los menores y, 

en especial: 

a) Ningún funcionario del centro de detención o 

de la institución podrá infringir, instigar o tolerar 

acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, 

castigo o medida correctiva o disciplinaria severo, 

cruel, inhumano o degradante bajo ningún pretexto 

o circunstancia de cualquier tipo ; 

b) Todo el personal deberá impedir y combatir 

severamente todo acto de corrupción, com,u­

nicándolo sin demora a las autoridades 

competentes; 

e) Todo el personal deberá respetar las 

presentes Reglas. Cuando tenga motivos para 

estimar que estas Reglas han sido gravemente 

violadas o puedan serlo, deberá comunicarlo a sus 

autoridads superiores u órganos competentes 

facultados para supervisar o remediar la situación; 

d) Todo el personal deberá velar por la cabal 

protección de la salud física mental de los me­

nores, incluida la protección contra la explotación y 

el maltrato físico, sexual y emocional y deberá 

adoptar con urgencia medidas para que reciban 

atención médica siempre que sea necesario; 

e) Todo el personal deberá respetar el derecho 

de los menores a la intimidad y, en particular, 

deberá respetar todas las cuestiones confidenciales 

relativas a los menores o sus familiares que lleguen 

a conocer en el ejercicio de su actividad profesional; 

f) Todo el personal deberá tratar de reducir al 

mínimo las diferencias entre la vida dentro y fuera 

del centro de detención que tiendan a disminuir el 

respeto debido a la dignidad de los sin una orden 

válida de una autoridad judicial o administrativa u 

otra autoridad pública. Los detalles de esta orden 

deberán consignarse en el registro. Ningún menor 

será detenido en ningún centro en el que no exista 

ese registromenor.es como seres humanos. 



JURISPRUDENCIA 

Setencia de la Suprema Corte de fecha 

31 de octubre de 1990. 

Procedimiento Civil. Referlrlmiento 

Conelderando , que la Corte a -qua para revocar la 
ordenanza del Juez de Primer Grado juzgando en referlmlento 
expresó lo siguiente; ·"que si bien el presidente del tribunal de 
primera instar.cía, estatuyendo en referimiento en el curso de 
un recurso de apelación, puede detener la ejecución provisional 
de la sentencia cuando ha sido ordenado en caso prohibido por 
la ley, o cuando a su juicio, su ejecución provisional conlleva 
riesgos de consecuencias manifiestamene excesivas para el 
recurrente, éste no puede sin excederse en sus poderes, 
ordenar la suspensión de la ejecución provisional de una 
sentencia cuando como en el caso presente, la fuerza 
ejecutoria provisional de la decisión es de pleno derecho 
porque está expresamente sei'lalada por la ley''; y agrega, "que 
estos poderes del presidente del tribunal de primera instancia 
para ordenar en referimiento la suspensión de la ejecución 
provisional de una sentencia, están consagrados en los 
artículos 137, 138 y 139 de la Ley No. 834 de fecha 19 de julio 
de 1978, textos legales que contemplan esa facultad del 
funcionario Judicial mencionado, únicamente cuando la 
ejecución provisional de la decisión ha sido ordenada en caso 
prohibido por la ley, o cuando el presidente del tribunal de 
primera Instancia estima que la ejecución provisional de la 
sentencia conlleva riesgos d·e consecuéncias manifiestamente 
excesivas para el recurrente"; y continúa expresando la 
sentencia, "que no habiéndose comprobado por ante la 

jurisdicción del Juez de los Referimientos, que la actual 
recurrente haya violado el derecho de defensa del intimado, en 
el transcurso del procedimiento de desahucio iniciado en fecha 
25 de enero de 1984 por ante el Control de Alquileres de Casas 
y Desahucios, ni en la instancia ventilada en el Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción que culminó con la sentencia de 
fecha 14 de septiembre de 1987, al Presidente del tribunal de 
primera Instancia en funciones de referlmiento, no podfa en 
esas atribuciones ponderar la concurrencia de los elementos 
del peligro y la urgencia para fundamentar su decisión de 
suspender la ejecución provisional de la sentencia recurrida, 
por cuanto esta decisión tuvo su origen en un procedimiento de 
desahucio Intentado por la actual recurrente contra e/ Intimado 
en base a/ Deaeto No. 4807 de fecha 16 de mayo del afio 1959 
y como las decisiones rendidas por nuestros Juzgados de Paz 
como resuffado de este tipo de procedimiento, están Investidas 
de ejecutoriedad provisional por la legislación que regula la 
materia en nuestro pafs, muy particularmente por el articulo 
Primero, Párrafo Segundo del Código de Procedimiento Civil, 
cuando sefla/a expresamente que las sentencias dictadas por 
los Juzgados de Paz en materia de lanzamientos y desalojo de 
lugares son ejecutorios provisionalmente no obstante cualquier 
recurso que se interponga contra ellas, el Presidente del 
tribunal de primera instancia sólo tiene competencia para 
suspender/a en su ejecución provisional, juzgando en 
atribuciones de referimiento, cuando se compruebe que la deci­
sión recurrida ha sido pronunciada en violación del derecho de 
defensa de /a recurrente"; y finalmente agrega, "que por lo ante­
riormente expuesto, esta Corte reitera su criterio en el sentido 
de que el Juez de prlmEII' grado en funciones de referlmiento, no 
podría decidir favorablemente sobre la demanda en suspensión 
de ejecución de la sentencia de desahucio ya mencionada, pro­
cediendo en consecuencia acoger las conclusiones de la 
recurrente, y por consiguiente, revocar la decisión apelada por 
ser violatoria del precepto legal mencionado"; 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Unlver~idad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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